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INICIATIVA QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 
105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE PLAZOS PARA LA INTERPOSICIÓN DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD, A CARGO DEL DIPUTADO FRANCISCO JAVIER ESTRADA 
DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El diputado Francisco Javier Estrada Domínguez, en ejercicio de la facultad que le confiere 
la fracción segunda del artículo 71, así como los artículos 72 y 135 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en lo establecido por los apartados 1, 5 
y 6 del artículo 77, así como el artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
somete a consideración de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de decreto 
por el que se reforma del párrafo segundo de la fracción II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de plazos para la 
interposición de acciones de inconstitucionalidad, con base en la siguiente. 

Exposición de Motivos 

Las dos primeras fracciones del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se refieren, respectivamente, a las controversias constitucionales y a las acciones 
de inconstitucionalidad. Las primeras de ellas son conflictos que pueden surgir entre dos o 
más autoridades, sean del mismo orden de gobierno o de diferente, por normas expedidas, 
por actos o por omisiones; mientras que las segundas tienen por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma y la norma fundamental. 

Existe una ley que reglamenta cómo se lleva a cabo el proceso para plantear cada uno de 
estos litigios; esta norma se denomina: Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Los plazos que se tienen actualmente para la interposición de la demanda en las acciones 
de inconstitucionalidad (y sólo éstas) están elevados a rango constitucional, dado que 
están establecidos en la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; el cual cito (lo subrayado no es de origen): 

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 

I. De las controversias constitucionales [...]: 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma [...]”. 

Por tanto, si se desea modificar este plazo para la presentación de la correspondiente 
demanda, es necesario modificar la norma constitucional por el Constituyente Permanente. 
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Si se aprecia bien, la propuesta de esta iniciativa que ahora someto a consideración de la 
asamblea, es que desaparezca el plazo de prescripción para incoar una Acción de 
inconstitucionalidad. 

Pero, vale la pena plantear: ¿cuál es la razón por la que se propone la modificación al 
segundo párrafo de la fracción II del artículo 105 constitucional? 

La razón principal es la primacía de la Constitución general de la República sobre toda 
norma que provenga de cualquier autoridad, sin importar el orden de gobierno al que 
pertenezca y sin importar de qué autoridad se trate. Así entonces, cualquier norma que 
vulnere el orden constitucional tiene que ser dejada sin efecto alguno. La segunda razón es 
que, mientras esta norma no se deje fuera del marco jurídico vigente en la República, esa 
norma seguirá y continuará vulnerando el mencionado orden, sin importar que hayan 
transcurrido treinta o más días. 

Vale la pena hacer –al menos– tres preguntas fundamentales: 

1. ¿Cuál es el plazo que debe transcurrir para que una norma, que es inconstitucional en sí 
misma, se convierta por sí sola en completamente constitucional? ¿Treinta días? 

2. ¿El imponer un plazo para que opere la prescripción de la acción vuelve al acto en 
completamente constitucional? Es decir, transcurrido este plazo, ¿lo corrige y lo “introduce” 
al marco de la norma fundamental de tal manera que ya no se hace necesario impugnarlo y 
someterlo al análisis del órgano jurisdiccional constitucional? 

3. ¿A quién beneficia establecer este tipo de plazos? ¿A quién conocerá y resolverá el 
planteamiento de inconstitucionalidad o al problema en sí mismo que da origen al 
conflicto? 

Si se me permite, contestaré estas tres preguntas: 

A la primera: 

Ningún acto, ninguna norma que sea emitida por la autoridad que sea, cuando es 
anticonstitucional o inconstitucional, por el solo transcurso del tiempo, no se convierte en 
automático en constitucional. Si dicha norma viola la Carta Magna, así pasen 30 días, 60, 90 
o 120, eso no la convierte en constitucional. Si la norma se dictó en contravención a la letra, a 
los principios o a la interpretación de la Carta Magna; o si fue dictada sin tener un sustento 
en ella, ningún transcurso del tiempo hará que esa norma se convierta en constitucional. 

El establecer una prescripción a la acción tiene como base la idea de que el acto se 
“consintió” (en este caso, una norma). Es decir, se tuvo el tiempo para impugnarla, pero no 
se hizo; por tanto, ese acto (la norma) fue consentido. Este consentimiento no es expreso, 
dado que no se hizo manifestación alguna que no dejara duda alguna de que se consintió; 
sino que se trata de un consentimiento tácito porque sólo se dejó transcurrir el tiempo sin 
que se interpusiera juicio alguno. 

¿Cómo se consiente una norma que se inserta en el marco jurídico pero que violenta el 
orden constitucional? 
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Ahora bien, ese consentimiento tácito, cuando afecta a una persona, si no ejerce la acción 
en el tiempo que dispone para ello, se puede tener por consentido porque no lo impugnó 
en tiempo; pero, ese acto, le depara perjuicio a una persona (puede ser a un grupo); pero, no 
al resto de la población y mucho menos a la norma fundante del Estado mexicano. 

En cambio, cuando se trata de una norma, hablamos de una creación humana cuya 
característica connatural es que es de aplicación general; es decir, una norma jurídica nace y 
se crea para la aplicación general; y esto es así, aún y cuando sea dirigida a un grupo en 
particular (por ejemplo las normas que regulan las asociaciones o sociedades civiles, las que 
regulan las sociedades anónimas, las que se dedican a regular aspectos de familia, etcétera); 
es decir, aún y cuando una norma sea planeada y generada para regular situaciones, 
condiciones o características de un determinado grupo; sin embargo, aun en estos casos, se 
trata de una norma general, dado que tiende a regular aspectos de toda aquella persona o 
de todo aquel grupo que actualice la hipótesis normativa de que se trate, sin exclusión. 

Entonces, o una norma es de naturaleza general o no puede ser norma jurídica. 

Volviendo entonces a la argumentación: una norma es en esencia de aplicación general; 
entonces, su vigencia anticonstitucional o inconstitucional es, en principio, de perjuicio 
general. Por tanto, pensar o suponer que el “consentimiento tácito”, otorgado por no 
impugnarla “en tiempo”, dentro de los treinta días que establece la actual fracción cuya 
reforma se propone, hace que esos perjuicios –aunque puedan ser estrictamente jurídicos– 
desaparezcan, creo que es un error craso. 

En este apartado, en que estoy respondiendo a la primera de las preguntas planteadas, me 
parece también importante hacer la siguiente pregunta: ¿es más importante respetar y 
darle importancia a un “consentimiento tácito” (que puede deberse a múltiples razones) o 
es más importante vigilar, resguardar y conservar el orden constitucional? 

A juicio de quién presenta esta propuesta, es más importante conservar el orden 
constitucional y que toda autoridad se someta a dicho orden. Es más importante ser 
garantes de la supremacía de la Constitución política, que el afirmar “hubo un 
consentimiento tácito” y, por tanto, la violación, el rompimiento, la transgresión a dicho 
orden debe permanecer y... ¿respetarse? 

¿Qué es más importante para la legalidad y la vigencia del estado de derecho: conceder una 
aceptación tácita o darle primacía al orden constitucional? 

De allí entonces que me haya atrevido a afirmar antes que esta iniciativa tiene por objeto 
salvaguardar la primacía de la Constitución federal sobre toda norma, emitida por cualquier 
autoridad, sin importar el orden de gobierno al que pertenezca y sin importar de qué 
autoridad se trate. 

De allí entonces que no importe si dicha norma se impugna dentro de los treinta días 
siguientes a su publicación o a su entrada en vigor; o que se impugne dentro de los 100 días 
siguientes, o de los 200 o más. La norma inconstitucional o anticonstitucional debe ser 
excluida del régimen jurídico vigente porque la Constitución general de la República, debe 
prevalecer sobre cualquier otra norma. 



 

 
 

Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de Gobernación. http://sil.gobernacion.gob.mx/portal  
Fuente: http://www.diputados.gob.mx/  

A la segunda: 

Jamás se podría aceptar, ni siquiera tangencialmente, que al transcurrir un plazo para que 
opere la prescripción de la acción, esto haga que una norma anticonstitucional o 
inconstitucional sea, por ese solo hecho, corregido, y sea introducido nuevamente al marco 
de la norma fundamental de tal manera que ya no sea necesario impugnarlo y someterlo al 
análisis del órgano jurisdiccional constitucional. 

Para esta afirmación, parto de una premisa que me parece contundente: un acto 
inconstitucional o anticonstitucional, no deja de serlo por el sólo transcurso del tiempo. 

Ese acto requerirá forzosamente la intervención de una autoridad que lo declare fuera del 
orden constitucional y que ordene su corrección o su nulidad para que ese acto no exista 
más. Vuelvo entonces a la principal motivación de esta reforma: con ello se garantiza la 
supremacía real de la Carta Magna, más que dar importancia a elementos meramente 
procesales . 

A la tercera: 

A nadie beneficia el que un acto violatorio del orden constitucional, se convierta en 
“constitucional”, sólo porque no fue impugnado en tiempo; sin embargo, podría afirmarse 
que sólo serviría para no tener “un asunto más qué resolver”; para dejar fuera un “asunto 
más” de la estadística mensual; pero no reestablece por sí mismo el orden constitucional 
violentado; no se resuelve, de manera por demás obvia, el problema que da origen al 
conflicto. 

Así las cosas, en aras de que se le dé la primacía que corresponde a la Carta Magna federal, 
es que me permito proponer la reforma al párrafo segundo, de la fracción II, del artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de plazos para la 
interposición de acciones de inconstitucionalidad. Para dar mayor claridad a la reforma 
propuesta me permito ilustrar con el siguiente cuadro comparativo: 
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Por las razones antes expuestas, se somete a consideración de esta honorable asamblea la 
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma del párrafo segundo de la fracción II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de plazos para la 
interposición de acciones de inconstitucionalidad 

Único. Se reforma el párrafo segundo de la fracción segunda del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 105. ... 

I. ... 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse a partir del día siguiente a la fecha 
de entrada en vigor de la norma por: 

a) a i) ... 

... 

... 
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... 

III. ... 

... 

... 

... 

... 

Transitorios 

Primero. La presente reforma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Todo proceso que actualmente esté en trámite en que se haya promovido una 
controversia de aquéllas a las que se refiere el presente decreto, continuará con su trámite 
ordinario hasta su conclusión con las normas vigentes antes de la entrada en vigor del 
presente. 

Tercero. Las controversias constitucionales que hayan de ser promovidas acordes a la 
presente reforma, sólo podrán interponerse en contra de las normas de carácter general 
que sean expedidas a partir de la entrada en vigor mencionada en el artículo transitorio 
primero. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de marzo de 2025. 

Diputado Francisco Javier Estrada Domínguez (rúbrica) 

 

 


